JURISPRUDENCIA 

Impuesto de sellos. Nulidad: falta de causa y motivación. Actividad: transporte automotor de carga n.c.p. y servicios de gestión y logística para el transporte de mercaderías. Asignación de ingresos de acuerdo al lugar de origen del viaje y no considerando la utilización de transportes propios o de terceros. Se practica nueva liquidación. Distribuidora Metropolitana S.R.L., T.F.A.-P.B.A., Sala III, 7/9/09.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. 2306-655283, del año 2001, caratulado “Distribuidora Metropolitana S.A.”; y

RESULTANDO:

Que se inician las presentes actuaciones con el requerimiento –a fs. 36/37– de información al contribuyente “Distribuidora Metropolitana S.R.L.”, con domicilio fiscal en la Calle Eva Perón 6980, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Que cumplidas las diligencias de estilo, a fs. 1.393/1.394 vta., se corre vista de las diferencias –conforme lo normado en el art. 40 del Código Fiscal, t.o. en 2004, texto anterior a la Ley 13.405– al contribuyente.

Que a fs. 1.418/1.423 vta la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana dependiente de la Dirección Provincial de Rentas, dictó la Res. 727/05, de Inicio de Procedimiento Determinativo y Sumarial.

Que a fs. 1.478/1.523, Néstor Hugo Membrive –en su carácter de apoderado de “Distribuidora Metropolitana S.R.L”–, Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa e Isabel Norma Martínez, formulan descargo de ley.

Que a fs. 1.704/1.715, se dicta la Res. de Cierre del Procedimiento Determinativo y Sumarial 1.328/05, en la cual se determinan las obligaciones fiscales de la firma “Distribuidora Metropolitana S.R.L”, estableciendo diferencias a favor del Fisco provincial en la suma de pesos treinta y ocho mil setecientos cuarenta y cuatro con setenta y cinco centavos ($ 38.744,75) por el impuesto sobre los ingresos brutos, por el ejercicio de las actividades de “Transporte Automotor de Carga n.c.p.” y “Servicios de Gestión y Logísitica para el Transporte de Mercaderías” por los períodos fiscales 2000 (enero a diciembre), 2001 (enero a diciembre) y 2002 (enero a agosto); y la suma de pesos dieciocho mil ciento once con sesenta y seis centavos ($ 18.111,66) correspondiente al impuesto de sellos. Aplicar una multa del diez por ciento (10%), sobre el monto dejado de abonar, por ambos impuestos.

Asimismo, establece la responsabilidad solidaria e ilimitada con el contribuyente de autos –por el pago de los gravámenes, recargos, intereses y multas– de los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez.

Que a fs. 1.759/1.789 vta., Néstor Hugo Membrive, en su carácter de apoderado de la firma “Distribuidora Metropolitana S.R.L.” y de los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez, con el patrocinio del Cdor. Pedro Francisco Lautaro Varela, interponen recurso de apelación en los términos del art. 104, inc. b) del Código Fiscal –t.o. en 2004–.

Que a fs. 1.805/vta., se elevan las actuaciones a este Tribunal.

Que a f. 1.806, se adjudica la causa a la Vocalía de la 9ª Nominación a cargo de la Dra. C.P.N. Silvia Ester Hardoy, conociendo en la misma la Sala III, otorgándosele impulso procesal.

Que a f. 1.809, se corre traslado a la Representación Fiscal por el término de quince días, para que conteste agravios y, en su caso, oponga excepciones (conforme el art. 111 del Código Fiscal –t.o. en 2004–.

Que a fs. 1.818/1.823 vta., la Representación Fiscal presenta el escrito de contestación de agravios.

Que a f. 1.826 se clausura el período probatorio y se llama autos para sentencia.

Y CONSIDERANDO:

I. Que los recurrentes, denuncian allanamiento parcial a la pretensión fiscal por parte de la firma, respecto al impuesto de sellos, con sus intereses y multa, conforme lo acreditan con copia certificada del F. R-28 y R-550 presentados ante la Dirección Provincial de Rentas y comprobante de pago; habiendo suscripto acogimiento al Plan de Regularización de Deudas previsto por la Ley 12.914, correspondiente al contrato celebrado con Productos Roche S.A.Q. por el monto de pesos veinticinco mil cuatrocientos sesenta y cinco con sesenta centavos ($ 25.465,60). 

Que se agravian –en primer lugar– que el procedimiento sustanciado es nulo de nulidad absoluta, en cuanto carece de una respuesta a los agravios interpuestos por su parte como también de clara motivación de los extremos que se le imputan.

Que el proceder de la Administración atenta contra la validez y eficacia del acto administrativo y su derecho de defensa, en tanto no conocen los elementos tenidos en cuenta y los procedimientos utilizados por la Dirección Provincial de Rentas para establecer las diferencias requeridas.

Que tanto la Res. Determinativa y Sumarial 1.328/05 –al igual que la de Inicio del Procedimiento Determinativo y Sumarial 727/05– se limitan a describir la causal del ajuste, sin fundamentar el tratamiento fiscal por el cual se considera “logística” a actividades complementarias al transporte.

Que asimismo, alega que el Fisco establece la base imponible correspondiente al transporte sin especificar en cada caso cual ha sido el “origen del viaje” –criterio para la imputación de ingresos a la Provincia conforme el art. 9 del Convenio Multilateral– determinando así, en forma arbitraria, la base imponible correspondiente a dicha actividad.

Que del análisis del art. 103 del Código de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, surge en forma clara e indubitable la nulidad del acto recurrido. Debe tenerse en cuenta que no puede ser subsanada una resolución que limita derechos subjetivos –en el caso el derecho de propiedad – sin expresar en forma clara y precisa los argumentos jurídicos y los criterios técnicos en los que se funda.

Que –expresan– la falta de fundamentación del acto se traduce en la violación del derecho de defensa, vedándose todas las instancias administrativas establecidas en la ley para rechazar en forma fundada los cargos imputados.

Que –sostienen– tampoco puede soslayarse que conforme los arts. 108 y 120 del Código Fiscal, a efectos de instar la vía contenciosa administrativa, constituye requisito de admisibilidad el pago total de los montos cuestionados.

Que su derecho de defensa se ve afectado, puesto que no le quedan instancias administrativas para ejercerlo, procediendo entonces el pago para poder discutir la pretensión fiscal ante el Poder Judicial y con posterioridad –en caso de éxito– una demanda de repetición, cuyo plazo de resolución es incierto.

Que –agregan– tampoco se expresan las razones que sustentan la aplicación del coeficiente unificado calculado para el 2001, al año 2002, conllevando una arbitrariedad y desconociendo las normas que rigen el Convenio Multilateral.

Que con relación al impuesto sobre los ingresos brutos, sostienen que bajo la calificación de “Servicios de Gestión y Logística para el Transporte de Mercadería”, el Fisco pretende encuadrar en “Logística” los ingresos provenientes de transporte, por haberse facturado en el mismo documento conceptos distintos pero complementarios al mismo, sin especificarse el criterio utilizado para dicha clasificación de actividades.

Que advierten que la actividad aludida tributa a una alícuota menor –uno coma cinco por ciento (1,5%)– que la correspondiente a logística –tres coma cinco por ciento (3,5%)–, razón por la cual, si la Dirección Provincial de Rentas estimaba incorrecto el tratamiento impositivo aplicado a la actividad, debió fundarlo adecuadamente, puesto que se trata de una modificación que lesiona el derecho de propiedad del contribuyente.

Que –sostienen– si bien es cierto que realizan otras actividades, las mismas son complementarias de la principal, que es transporte, conforme lo dispone el art. 195 del Código Fiscal –t.o. en 2004–. Agregan que las mismas no se realizarían sino sólo a consecuencia de aquellas. Citan Jurisprudencia de este Cuerpo y el Informe 87/99 de la Dirección Técnica Tributaria en apoyo a tal postura.

Que en relación con las cobranzas efectuadas por la empresa en el momento de la entrega de mercadería, aclaran que las mismas no fueron contratadas como un servicio en sí mismo, sino que complementan el servicio de transporte prestado.

Que –manifiestan– ese ha sido el criterio sostenido en el Informe 41/05 de la Dirección Técnica Tributaria, lo que implicaría una severa contradicción con lo sostenido por la propia Administración.

Que a efectos de determinar la magnitud de las actividades complementarias, se han adjuntado en oportunidad de presentar el descargo, los porcentajes que representan las mismas respecto de los ingresos totales de la empresa.

Que de considerarse como actividades independientes –sostienen–, la logística nunca podría absorber al transporte y aplicársele la alícuota como si fuera una sola actividad porque está última no se subordina a la primera, so pena de distorsionar la realidad económica de la operatoria comercial de la empresa.

Que –agregan– la resolución recurrida cita sin referencias el fallo “Telinver”, de cuyo análisis surge que no tiene vinculación con el caso de autos, así como el Informe 113/00, obviándose la aplicación de otros informes como el 7/79 y 41/05, entre otros.

Que sin perjuicio de lo expuesto, no surge de autos el fundamento utilizado a los efectos de determinar el origen del viaje, para aquellos casos en que se consideró al transporte como actividad para la distribución de la base imponible –de acuerdo con lo establecido por el art. 9 del Convenio Multilateral–, ya que en ninguno de los períodos fiscales en los que se ajustaron diferencias pudo establecerse el criterio seguido para imputar los viajes a las distintas jurisdicciones.

Que –manifiestan– la Corte Suprema de Justicia de la Nación por medio de sus fallos ha reconocido a las Provincias el poder de imposición, siempre dentro del marco de las disposiciones de la Ley de Coparticipación Federal, suscripta por todas las jurisdicciones, así como también en la forma prevista en el Convenio Multilateral.

Que conforme lo dispone el art. 9 de dicho Convenio, el total de la base imponible es gravable por la jurisdicción de origen del viaje, no correspondiendo cálculo de coeficiente alguno, sino que directamente debe asignarse a cada jurisdicción los pasajes o fletes correspondientes a transportes originados en las mismas.

Que –concluyen– el criterio expuesto ha sido aplicado en forma pacífica por la Dirección Provincial de Rentas en el Informe 96/96.

Que imputar los ingresos a la provincia de Buenos cuando las mercaderías ingresadas en el depósito ubicado en Capital Federal eran transportadas por medios propios de la empresa, evidencia un criterio arbitrario, puesto que la documentación obrante en el expediente surge en forma fehaciente que la empresa realiza actividades en otras jurisdicciones, además de Capital Federal y provincia de Buenos Aires.

Que –agregan– la Dirección Provincial de Rentas debió discriminar entre las cargas que fueron efectivamente tomadas en la provincia de Buenos Aires y las provenientes de las otras jurisdicciones en las que la empresa realiza su actividad.

Que tal como surge del Informe 96/96, debió tomarse como lugar de asignación aquel en el que se efectuó la carga de las mercaderías que fueron transportadas.

Que tampoco se encuentra fundamentada la asignación de ingresos efectuada en relación a la actividad “Transporte”, ya que si bien es correcta la aplicación del art. 9 del Convenio Multilateral, no se indican en el acto administrativo ni en los formularios que lo acompañan, los fundamentos utilizados por el Fisco para determinar el “lugar de origen del viaje” y así atribuir los ingresos.

Que –manifiestan– las acciones y poderes de la autoridad de aplicación referentes al contrato celebrado por la firma con DM y Rockwell Automation Argentina de fecha 15/4/99, en materia de impuestos de sellos, se encuentra prescriptos, conforme lo establecido en el art. 133 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que al tratarse el impuesto de sellos un tributo –de los denominados– “instantáneos”, el hecho imponible se consuma con la suscripción del contrato, momento a partir del cual corre el plazo para su cumplimiento, el cual se exterioriza mediante la presentación del instrumento en las entidades habilitadas, ingresando el importe que corresponda conforme la base imponible y las alícuotas establecidas en la ley impositiva vigente.

Que en consecuencia, las acciones y poderes del Fisco para exigir el pago del impuesto de sellos correspondiente al contrato cuestionado comenzaron a correr el 1 de enero de 2000, habiendo operado su prescripción el 1 de enero de 2005, no existiendo ninguna causal de interrupción establecidas en el art. 134 del Código Fiscal.

Que respecto a la novación de deudas establecida en el art. 48 de la Ley 12.397, expresan que también ha expirado el plazo previsto por la norma, al mismo tiempo que no le es aplicable la suspensión establecida en el art. 9 de la Ley 13.244.

Que la resolución determinativa, hace referencia al quinto párrafo del art. 133 del Código Fiscal, que establece que los términos de la prescripción no correrán mientras los hechos imponibles no hayan sido conocidos por la autoridad de aplicación, sin embargo –señalan– no existe ninguna constancia en el expediente de la fecha en que aquella tomó conocimiento de la celebración del contrato. Simplemente los inspectores actuantes, se limitaron a agregar un ejemplar del mismo a las actuaciones y a calcular el impuesto que presuntamente correspondería pagar respecto de dicho instrumento.

Que la prueba documental acompañada por la empresa ha sido desestimada sin el correspondiente análisis, y sin fundamento alguno respecto de las razones de su insuficiencia.

Que asimismo, los restantes medios de prueba ofrecidos han sido rechazados en forma arbitraria, por no resultar idóneos, sin explicar las razones que motivaron tal decisión.

Que –manifiestan– la Administración no puede ampararse en la “Teoría de la subsanación” en relación con la prueba documental para convalidar lo actuado, por cuanto esta última integra el descargo y resulta esencial para la acreditación de los agravios formulados.

Que de las constancias de autos surge que no hubo intención por parte de la Administración de arribar a la “verdad material”. Cita doctrina y jurisprudencia al respecto.

Que –expresa– constituye un error iniciar un procedimiento de determinación de oficio contra los responsables solidarios en forma paralela a la sociedad, sin darle previamente la oportunidad procesal a la empresa para que abone las diferencias o ejerza su derecho defensa.

Que –agrega– la doctrina y jurisprudencia nacional es pacífica respecto del carácter subsidiario de la responsabilidad solidaria, debiendo el Fisco agotar las vías procesales contra la empresa antes de iniciar las acciones contra los responsables solidarios. Por ello –concluye– no se ajusta a derecho la determinación de oficio de los socios conjuntamente con la sociedad, debiendo dejarse sin efecto lo actuado.

Que subsidiariamente, expresa que los declarados responsables no han conocido ni tenido participación alguna en la liquidación de tributos dentro de la órbita de la empresa, atento que la responsabilidad no es de naturaleza objetiva, sino que se funda en el principio de la culpa, debiendo tenerse en cuenta la conducta del responsable a través de una valoración de las circunstancias y particularidades del caso.

Que formula expresa reserva del caso federal.

Ofrece prueba documental, pericial, contable e informativa.

II. Que a su turno, la Representación Fiscal, luego de sintetizar los antecedentes del caso, así como los agravios introducidos por el apelante, procede a refutarlos.

Que la alegada ausencia de motivación esgrimida por el apelante, constituye –a su criterio– una disconformidad con el criterio utilizado por el Fisco para sustentar el ajuste, lo cual, de ninguna forma, equivale a su ausencia.

Que hace suya la jurisprudencia de esta Sala, al decir que no debe confundirse la ausencia de motivación o fundamentación con discrepancias argumentales que puede llegar a tener el apelante.

Que la Administración actúa en el procedimiento en calidad de juez administrativo y se encuentra facultada para analizar y decidir sobre la procedencia de las pruebas aportadas, desestimando aquellas que resulten inconducentes o superfluas para la resolución de la causa, conforme lo autoriza el art. 384 del Código Procesal Civil y Comercial, de aplicación supletoria en virtud del art. 4 del Código Fiscal, t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores.

Que –agrega– el contribuyente cuenta con la posibilidad de realizar un nuevo ofrecimiento de prueba en la instancia, si el juez interviniente lo considera necesario a los efectos del examen y análisis de la cuestión en debate. Cita jurisprudencia de esta Sala.

Que con relación al impuesto sobre los ingresos brutos, hace suyos y da por reproducidos la totalidad de los considerandos del acto apelado.

Que –reitera– habiéndole solicitado a la firma una descripción de las actividades prestadas, la misma manifestó mediante nota de fecha 29/10/01 que el transporte de carga efectuado incluye almacenaje temporario, descarga y preparación de pedidos, agregando en su descargo que efectúa el cobro de facturas por cuenta y orden de quienes contratan sus servicios para entrega de productos, y que factura conceptos distintos pero complementarios al transporte.

Que –expresa– es su deber desentrañar la realidad económica del negocio, sin perjuicio del encuadre jurídico que le hayan otorgado las partes, a fin de poder develar la realidad tributaria del negocio.

Que –agrega– aún cuando la firma no se encuentre inscripta en la actividad “Servicios de gestión y logística para el transporte de mercadería”, ello no implica que –en la práctica– la realice.

Que –entiende– dicha actividad se agota con la prestación del servicio y puede efectuarse sin necesidad de la existencia de otras, toda vez que si bien resultan conexas, no son complementarias, debido a su independencia del servicio de transporte y viceversa.

Que los informes de la Dirección Técnica Tributaria, citados por el apelante, no resultan contradictorios con la posición fiscal, sino que explican el concepto de actividad complementaria, siendo inaplicables al caso por no reunir –la actividad detallada– dichos caracteres.

Que –aclara– en el caso, no se ha aplicado la alícuota como si se tratase de una sola actividad. De la lectura del acto atacado se desprende que, sobre la base de un muestreo de facturación, se determinaron los porcentajes aplicables a cada actividad, con relación a los montos imponibles declarados por el contribuyente, distinguiéndose los porcentajes y alícuotas correspondientes a cada una.

Que –manifiesta– en la resolución recurrida se citó la sentencia producida en los autos “Telinver S.A.”, a fin de fundar su posición respecto del principio de “realidad económica”.

Que con relación a la aplicación del art. 9 del Convenio Multilateral para la actividad de transporte, se distribuyó la base imponible del impuesto de acuerdo con los remitos de entrada de mercadería en los depósitos de Distribuidora Metropolitana, asignándose a Capital Federal cuando la mercadería ingresaba al depósito mediante terceros transportistas, y a la provincia, cuando el ingreso se producía por el transporte de la fiscalizada.

Que –agrega– idéntico proceder se utilizó con el depósito ubicado en la Provincia de Buenos Aires.

Que en relación con el planteo prescriptivo incoado, respecto del contrato celebrado con la firma Rockwell Automation Argentina S.A, manifiesta que el contrato de sellos es un tributo instantáneo, que se devenga con la mera celebración del instrumento que plasma el negocio acordado por las partes, resultándole aplicable el art. 133 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que habiendo tomado conocimiento de la existencia del contrato al momento de su entrega, esto es, con fecha 29/10/01, según surge del Acta de Comprobación, es a partir de esa fecha que comienza el cómputo de los plazos establecidos por los arts. 131 y 133 de dicho código.

Que –agrega– esta es la doctrina sentada por la Dirección Técnica Tributaria en los Informes 86/99, 4/00 y 32/03.

Que cita jurisprudencia de este Tribunal respecto del tema en cuestión, en donde se estableció que el cuarto párrafo del art. 133 del ordenamiento, preceptúa que el plazo de prescripción de las acciones fiscales no correrá mientras que el Fisco no haya podido conocer la existencia del hecho imponible por “algún acto o hecho que lo exteriorice en la provincia”, siendo aplicable a las obligaciones de “carácter instantáneo”, como es el impuesto de sellos, el cual es un gravamen que recae sobre los actos, contratos y operaciones de carácter oneroso, que pueden ser concertados en instrumentos públicos o privados.

Que –agrega– en consecuencia, habiéndose iniciado el cómputo prescriptivo el 1/1/02, la obligación de marras se encontraba plenamente vigente al momento del dictado de la resolución determinativa apelada, es decir el 28/11/05, notificado el 22/12/05.

Que en cuanto a la responsabilidad solidaria, atribuida a los integrantes del directorio social expresa que el instituto reconoce su fuente en la ley, específicamente en los arts. 18, 21 y 54 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que –manifiesta– se trata de una obligación a título propio, por deuda ajena y es traído al procedimiento seguido contra el sujeto pasivo del tributo, para la determinación de la deuda por la cual resulta responsable, a fin que puedan ejercer los derechos y defensas que hacen a sus derechos.

Que –concluye– no se trata de una responsabilidad subsidiaria, ni posee beneficio de excusión, toda vez que las particularidades del instituto en materia fiscal los coloca en la misma posición que el deudor principal a los fines del cobro de la deuda.

Que cita jurisprudencia de este Cuerpo, donde estableció –con respecto a la responsabilidad solidaria– que la jurisprudencia nacional elaborada en torno a la Ley 11.683, no resulta de aplicación directa respecto del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires.

Que en cuanto a la atribución subjetiva de la culpa, señala que acreditada la calidad de integrantes del órgano de administración societario de los apelantes y detectadas las diferencias en los períodos en los cuales se desempeñaron como administradores de la sociedad, no pueden deslindarse de responsabilidad alegando la ignorancia de las cuestiones tributarias.

Que –entiende– las cuestiones expuestas están vinculadas al objeto de administración, siendo el departamento impositivo un grupo de asesoramiento especializado, para el desempeño de la tarea contable, cuya responsabilidad y decisión última incumbe a los directores.

Que operado el incumplimiento, se configura la culpabilidad requerida por la norma, en cuanto a la omisión del deber de diligencia.

Que las personas jurídicas actúan a través de sus representantes y son ellos quienes determinan el obrar de la sociedad, pudiendo eximirse de responsabilidad, probando que el incumplimiento se ha ocasionado por culpa exclusiva de la persona jurídica.

Que el legislador ha situado en cabeza del apelante la carga de la prueba.

Agrega, que en caso de duda sobre la correcta tributación, el contribuyente cuenta con el Instituto de la Consulta (conf. art. 21 del Código Fiscal, t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores).

Que con relación al planteo de la cuestión federal, no siendo esta la instancia válida para su articulación solicita, se lo tenga presente para la etapa procesal oportuna, y confirme la resolución recurrida en todos sus términos.

III. Voto de la Dra. Silvia Ester Hardoy:

Que, en atención a los planteos de las partes, corresponde a la Sala decidir si se ajusta derecho la Res. 1.328/05, que determina las obligaciones fiscales de la firma “Distribuidora Metropolitana S.R.L.”, le aplica multa por omisión y declara solidariamente responsables por el pago de los gravámenes, recargos e intereses como asimismo por las multas, a los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez.

Que como cuestión liminar, corresponde examinar las nulidades impetradas contra la Res. 1.328/05.

Que con relación a la falta de los elementos “causa” y “motivación” corresponde su rechazo, toda vez que en los considerandos del acto recurrido, el funcionario actuante, ha expresado los hechos y circunstancias que llevaron al dictado de la decisión adoptada. Esta Sala, sostuvo oportunamente –al declarar improcedente la nulidad invocada en situaciones análogas al presente– que “... no faltan elementos constitutivos formales para sustentar la parte dispositiva de la misma, ello habida cuenta de la prescripción del art. 90 citado, ni estamos en presencia de los supuestos enumerados en el art. 104” (“in re”: “Cimaq S.R.L.”de fecha 15/8/01, Registro 50), agregando que “... los supuestos de nulidad alegados por los apelantes no se refieren a ninguno de los enumerados en el artículo 104 del Código Fiscal (t.o. en 1996), ni tampoco configuran circunstancias que tornen procedente tal declaración.

Además, cabe remarcar que las nulidades no existen en el mero interés de la ley: no hay nulidad sin perjuicio ...” (“Club Náutico Mar del Plata”, 20/9/01, Registro Nº 63).

Que al respecto, corresponde expresar que el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho, favorable o adversa, es garantía frente a la arbitrariedad e irrazonabilidad de los poderes públicos. Ello implica, en primer lugar, que la resolución ha de estar motivada, es decir, contener los elementos y razones de juicio que permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión; y, en segundo lugar, que la motivación debe contener una fundamentación en Derecho, en tal sentido “... la razón última que sustenta este deber de motivación, en tanto que la obligación de exteriorizar el fundamento de la decisión, reside en la interdicción de la arbitrariedad y, por tanto, en la necesidad de evidenciar que el fallo de la resolución no es un simple y arbitrario acto de voluntad del juzgador, sino una decisión razonada en términos de Derecho. Dicho con otras palabras, el deber de motivación implica, como ya se ha dicho, que las resoluciones (...) han de venir apoyadas en razones que permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión, cuál ha sido su ratio decidendi. No obstante también hemos señalado que la exigencia constitucional de motivación no alcanza a un razonamiento exhaustivo y pormenorizado de todos los aspectos y perspectivas que tengan las partes de la cuestión que se decide, pero sí requiere que se explicite su ratio decidendi de tal forma que, pese a la parquedad o concentración del razonamiento, se conozcan los motivos que justifican la decisión.” (cfr. esta Sala en autos “Tur Lyfe S.A.”, de fecha 5/6/07, Registro 1.131 y sus citas). En el presente caso, como permite apreciar la lectura de la resolución impugnada, la autoridad de aplicación –en el ejercicio de las potestades que le confiere el Código Fiscal– ha dado en ella una respuesta motivada y fundada en Derecho a las cuestiones suscitadas en el procedimiento realizado.

Que analizados los fundamentos expuestos por la recurrente, no cabe otra posibilidad que interpretar que demuestran una mera discrepancia sobre las razones del ajuste impositivo y –al respecto– este Tribunal tiene dicho, de manera concreta, que el vicio de falta de motivación del acto apelado es la ausencia de exposición de los antecedentes causales –condición que no se cumple en el caso de autos–, por lo que el tipo de discrepancias apuntadas no expresan un agravio que ataque la validez formal del acto, sino que se refieren a la justicia de la decisión y por lo tanto traducen una mera disconformidad subjetiva (conforme, entre otras, sentencia de Sala III, de fecha 13/11/03, en “Astilleros Cadenazzi S.C.A.”).

Que, asimismo, este Cuerpo ha venido sosteniendo que las nulidades no existen en el mero interés de la ley, sino que para que la misma proceda debe existir un perjuicio, por lo cual corresponde que la parte que se sienta agredida por tal defecto, dé prueba suficiente de ello. En igual sentido se ha expresado la Cámara Nacional Civil (L.L. T.88, pág. 104), y, a su turno, la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia (L.L. T.70, pág. 667 y la Corte Federal (Fallos 262:298), han afirmado que la existencia de perjuicio debe ser concreta y debidamente evidenciada.

Que por lo expuesto, el pedido de nulidad no puede prosperar; que así se declara.

Que corresponde analizar el planteo de prescripción vinculado al contrato celebrado por la firma del epígrafe y “Rockwell Automation Argentina S.A.”, de fecha 15/4/99 –obrante a fs. 823/837–.

Que conforme lo establece el primer párrafo del art. 131 del Código Fiscal –t.o. en 2004, concordantes de años anteriores y sus modificatorias–, las acciones del Fisco para determinar y exigir el tributo y sus accesorios, así como para aplicar y cobrar multas por infracciones fiscales, prescriben por el transcurso de cinco años, comenzando su cómputo –de conformidad a lo normado por el art. 133 del mismo cuerpo normativo– el 1 de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones fiscales.

Que en este punto, corresponde determinar cuál fue la fecha en la cual la autoridad de aplicación tomó conocimiento de la existencia de los contratos, a los efectos de computar el plazo de la prescripción de acuerdo con lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo citado precedentemente.

Que para poder conocer cuándo aconteció la toma de conocimiento por parte de la autoridad de aplicación, cobra especial relevancia la verificación de las actas de comprobación (identificadas con el Nº R-078 A) suscriptas por los funcionarios intervinientes, en las cuales debe –necesariamente– dejarse constancia de la incorporación de los referidos contratos a las actuaciones (cfr. art. 3 de la Disp. Norm. “B” D.P.R. 1/04 y concordantes de años anteriores; voto de la suscripta “in re”: “Club de Campo los Pingüinos S.A.”, de fecha 14/5/09, Registro Nº 1.665).- Que en este punto, es necesario señalar la importancia que poseen dichas actas en las verificaciones impositivas, como instrumentos públicos que hacen plena fe de los hechos y circunstancias consignados en ellas y pasados por ante los funcionarios actuantes. En tal sentido, la Corte Suprema de la Justicia de la Nación (en autos “Gambaro Francisco Isidoro s/apelación” de fecha 28/9/93) señaló que “...cabe entender que el acta de comprobación labrada por los funcionarios intervinientes en el procedimiento de verificación y fiscalización del cumplimiento de las normas tributarias por parte de los contribuyentes y responsables, en cuanto a las obligaciones fiscales constituye un instrumento público. En efecto, está extendida por aquellos en el ejercicio de sus funciones por lo que su contenido hace plena fe de la existencia material de los hechos y circunstancias de que se da cuenta, como la ejecución del procedimiento cumplido”.

Que advirtiendo que, de la revisión de los antecedentes de autos, no surgen actas de comprobación en las cuales los agentes fiscalizadores hayan dejado constancia de su intervención, en oportunidad de recabar del contribuyente el instrumento objeto del presente ajuste, resulta a este Cuerpo por demás dificultoso establecer fehacientemente la fecha en la cual, la autoridad de aplicación, ha tomado conocimiento de su existencia, sin incurrir en errores e inexactitudes al hacerlo (cfr. esta Sala “Giusti Jorge Eduardo”, de fecha 3/10/06, Registro Nº 984).

Que lo expuesto por la Representación Fiscal, cuando expresa que la autoridad de aplicación tomó conocimiento de la existencia del contrato al momento de su entrega (esto es, con fecha 29/10/01), conforme surge del Acta de Comprobación de f. 242, no puede tener acogida favorable, a poco que se advierte que en el acta referida (identificada con Nº 0004800), se deja constancia de la recepción de fotocopias de dos contratos, sin brindar mayores especificaciones o detalles, debiendo señalar –asimismo– que la copia del contrato celebrado entre la firma y “Rockwell Automation Argentina S.A.” –objeto del planteo efectuado por los recurrentes– se encuentra glosado a fs. 823/837 y no se ha establecido relación alguna con el Acta de Comprobación aludida.

Que por ello, cabe afirmar que la única fecha comprobada es la que surge del instrumento en cuestión, esto es, el 15/4/99 (ver f. 830).

Que conforme lo establece el art. 133 del Código Fiscal –t.o. en 2004, concordantes de años anteriores y sus modificatorias–, los términos de prescripción de las acciones y poderes de la autoridad de aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales, comienzan a correr desde el 1 de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones fiscales. Siendo ello así, el plazo comenzó a correr el 1 de enero del año 2000, operando la prescripción a la medianoche del 1 de enero de 2005.

Que al haberse dictado la Res. de Cierre del Procedimiento Determinativo y Sumarial 1.328 el día 28/11/05 (fs. 1.704/1.715), y notificada a los recurrentes el día 22/12/05 (fs. 1.757), es decir con posterioridad al vencimiento del plazo de prescripción establecido en el Código Fiscal –cfr. el cómputo realizado precedentemente–, el planteo de prescripción articulado por los recurrentes –respecto del citado contrato– debe tener acogida favorable; que así se declara.

Que corresponde abordar el agravio vinculado a la actividad de “Servicios de Gestión y Logística para el Transporte de Mercadería”. Los apelantes, argumentan que el Fisco pretende encuadrar bajo la actividad “Logística”, los ingresos provenientes de transporte, por haber facturado en el mismo documento conceptos distintos pero complementarios al mismo, sin especificar el criterio utilizado para efectuar la clasificación de actividades.

Que advierten que la actividad declarada por la firma tributa a una alícuota menor –uno coma cinco por ciento (1,5%)– que la correspondiente a logística –tres coma cinco por ciento (3,5%)–, razón por la cual si la Dirección Provincial de Rentas estimaba incorrecto el tratamiento impositivo aplicado a la actividad, debió fundarlo debidamente, puesto que se trata de una modificación que lesiona el derecho de propiedad del contribuyente.

Que a f. 1.769, los recurrentes reconocen que la empresa realiza otras actividades –v.gr. cobro de facturas por cuenta y orden de quienes contratan sus servicios para la entrega de productos–, alegando que las mismas revisten el carácter de complementarias (cfr. art. 195 del Código Fiscal).

Que el planteo efectuado no puede prosperar, en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen. En efecto, según expresó esta Sala en autos “Matlack Roman Transportes S.A.” (de fecha 14/5/09, Registro Nº 1.662), “... la logística es definida por la Real Academia Española como el conjunto de medios y métodos necesarios para llevar a cabo la organización de una empresa, o de un servicio, especialmente de distribución”.

En el mismo sentido, la Disp. Norm. “B” D.P.R. 36/99 –que explica las actividades enumeradas en el NAIBB’99– expresa respecto del Código Nº 6351 “Servicios de logística para el transporte de mercaderías”, que la “... logística es la organización integral por cuenta de terceros, de la circulación física de mercancías desde la salida de la fábrica hasta su venta, tanto para su participación como materia prima en otro proceso industrial como para su consumo final. Por lo tanto, la actividad logística involucra almacenamiento, stock, administración de los pedidos, transporte, etcétera”.

Que la firma del epígrafe celebró distintos contratos (v.gr. a fs. 823/837 y 252/264) de almacenamiento, retiro y/o percepción, preparación, administración de stock y distribución de productos, o en otros términos, de “logística”. Ello también se ve reflejado en la facturación aportada por la firma a fs. 1.566/1.701, donde se pueden discriminar los conceptos correspondientes a la actividad de logística, con prescindencia de si estos montos son –o no– significativos.

Que de los papeles de trabajo utilizados por los agentes fiscalizadores (fs. 1.294/1.340), surge el criterio seguido por la autoridad de aplicación para discriminar –con referencia a cada factura– entre los servicios de logística y la actividad de transporte desarrollada por la empresa.

Que por lo expuesto, en el presente caso, ha quedado evidenciado que la actividad de logística prestada por la empresa puede escindirse –claramente – de la actividad de transporte desarrollada, siendo aquella independiente de ésta. En tal sentido –siguiendo el criterio expuesto en la Disp. Norm. “B” D.P.R. 36/99– la actividad desarrollada no es “complementaria” sino “secundaria”, toda vez que sigue en orden de importancia a la actividad principal, considerándose esta última aquella que reporta la mayor cantidad de ingresos al contribuyente.

Que según las consideraciones efectuadas, corresponde rechazar el agravio incoado; que así se declara.

Que corresponde analizar el agravio vinculado a la distribución de la base imponible. En tal sentido, los recurrentes alegan arbitrariedad en la asignación –por parte de la autoridad de aplicación– de la base imponible según el artículo 9º del Convenio Multilateral.

Que a f. 857, el Inspector en su Informe Final, expresó que “...se procedió a verificar los remitos de entradas de mercaderías al depósito de Distribuidora Metropolitana (DM), para verificar: b.1) si la mercadería ingresaba mediante terceros transportistas, se asignó el origen del viaje a Capital Federal (origen Depósito de DM); por el contrario; b.2) si el ingreso de la mercadería se producía mediante la utilización de transportes de DM, se tomó como origen del viaje Provincia de Buenos Aires; b.3) idéntico proceder se utilizó para verificar la actividad del depósito que la firma posee en Pcia. de Buenos Aires, tal como el caso de la firma Orbis Mertig San Luis S.A., que teniendo su actividad en la Pcia. de San Luis canaliza todo el transporte y la logística a través del depósito de DM en Pcia. de Buenos Aires”.

Que en la Res. 1.328/05, se expuso que “Que a efectos de la correcta aplicación del art. 9 del Convenio Multilateral, se distribuyó la base imponible verificándose los remitos de entradas de mercaderías a los depósitos de Distribuidora Metropolitana. Asignándose a Capital Federal, lugar donde la Distribuidora Metropolitana posee un depósito, cuando la mercadería ingresaba al depósito mediante terceros transportistas. Por el contrario cuando el ingreso de la mercadería se producía mediante la utilización de transporte de la empresa fiscalizada, se tomo como origen del viaje provincia de Buenos Aires. Idéntico proceder se utilizó con el depósito que la firma posee en provincia de Buenos Aires”. –fs. 1.710 vta./1.711–.

Que el art. 9 del Convenio Multilateral, dispone expresamente que “En los casos de empresas de transportes de pasajeros o cargas que desarrollen sus actividades en varias jurisdicciones, se podrá gravar en cada una la parte de los ingresos brutos correspondientes al precio de los pasajes y fletes percibidos o devengados en el lugar de origen del viaje”. El criterio seguido por el Convenio para la actividad de transporte es, pues, el “lugar de origen” del viaje. Siendo ello así, el criterio utilizado según la cual –para distribuir la base imponible– se asignaron ingresos a la Provincia de Buenos Aires cuando la mercadería ingresaba al depósito mediante la utilización de transporte de la empresa fiscalizada y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuando la mercadería ingresaba al depósito mediante terceros transportistas, luce dogmático y carente de fundamentos.

Que en efecto, la autoridad de aplicación debió asignar los ingresos de acuerdo –únicamente– al lugar de origen del viaje y no considerando la utilización –por parte de la empresa– de transportes propios o de terceros.

Que por todo lo expuesto, la Resolución recurrida no se aprecia –en esta parte– como una conclusión razonada del derecho vigente con particular referencia a las circunstancias comprobadas de la causa (cfr. voto de la suscripta en autos “Pestarino S.A.”, de fecha 19/8/08, Registro Nº 1.460), debiendo –en consecuencia– revocarse parcialmente. Ello es así, sin perjuicio de la facultad que posee la autoridad de aplicación para proceder al dictado, en su caso, de un nuevo acto respecto de las cuestiones que han sido revocadas; que así se declara.

Que en este punto, resulta necesario expresar que si los actos administrativos son parcialmente ilegítimos respecto de su contenido, tal deficiencia no debe conducir –necesariamente– a la revocación de todo el acto, toda vez que si parte de aquel es independiente y no medió un juicio adverso sobre su validez, el Tribunal puede revocarlo parcialmente, subsistiendo el acto con la plenitud de efectos en la parte que ha sorteado favorablemente el examen de legalidad y juridicidad, tal como ha sucedido en el presente caso.

Que por tal motivo, corresponde analizar los agravios vinculados a la responsabilidad solidaria respecto de las cuestiones comprendidas en la resolución recurrida, que han sorteado favorablemente el examen aludido en el párrafo que antecede.

Que entrando a considerar la responsabilidad solidaria atribuida a los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez, corresponde recordar que el art. 18 del Código Fiscal (t.o. 2004) dispone que: “Se encuentran obligados al pago de los gravámenes, recargos e intereses, como responsables del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes –en la misma forma y oportunidad que rija para éstos– las siguientes personas: ... 2 Los integrantes de los órganos de administración, o quienes sean representantes legales, de personas jurídicas, civiles o comerciales; asociaciones, entidades y empresas, con o sin personería jurídica ...”. A su turno, el art. 21, agrega que “Los responsables indicados en los arts. 18 y 19, responden en forma solidaria e ilimitada con el contribuyente por el pago de los gravámenes. Se eximirán de esta responsabilidad solidaria si acreditan haber exigido de los sujetos pasivos de los gravámenes los fondos necesarios para el pago y que éstos los colocaron en la imposibilidad de cumplimiento en forma correcta y tempestiva. Asimismo, los responsables lo serán por las consecuencias de los actos y omisiones de sus factores, agentes o dependientes. Idéntica responsabilidad les cabe a quienes por su culpa o dolo faciliten u ocasionen el incumplimiento de las obligaciones fiscales. Si tales actos además configuran conductas punibles, las sanciones se aplicarán por procedimientos separados, rigiendo las reglas de la participación criminal previstas en el Código Penal. El proceso para hacer efectiva la solidaridad, deberá promoverse contra todos los responsables a quienes, en principio, se pretende obligar, debiendo extenderse la iniciación de los procedimientos administrativos a todos los involucrados conforme este artículo”.

Finalmente, el art. 55 sostiene “En cualquiera de los supuestos previstos en los arts. 52, 53 y 54, si la infracción fuera cometida por personas jurídicas regularmente constituidas, serán solidaria e ilimitadamente responsables para el pago de las multas los integrantes de los órganos de administración. De tratarse de personas jurídicas irregulares o simples asociaciones, la responsabilidad solidaria e ilimitada corresponderá a todos sus integrantes”.

Que del análisis de los artículos precedentemente transcriptos surge la responsabilidad solidaria de los sujetos integrantes del órgano de administración de la firma, respecto del tributo exigido y la multa aplicada al contribuyente.

Que en el presente caso, no se encuentra sometido a debate la condición societaria revestida por los sujetos cuya responsabilidad ha sido establecida, sino que su cuestionamiento se dirige hacia la aplicación de la normas legales que establecen la extensión de responsabilidad junto al contribuyente por el pago de los gravámenes determinados, sus accesorios y la multa impuesta.

Que como ya lo ha expresado este Tribunal, a quienes administran o disponen de los fondos de los entes sociales alcanza la responsabilidad por los hechos u omisiones en que incurriesen, derivando de su conducta la solidaridad con los deudores de los gravámenes que establece la ley (“Coop. Agraria de Las Flores Ltda.”, sentencia del 18/3/97; entre muchas otras) y que al Fisco le basta con probar la existencia de la representación legal o convencional, pues probado el hecho, se presume en el representante facultades con respecto a la materia impositiva, en tanto las obligaciones se generen en hechos o situaciones involucradas con el objeto de la representación, por ende, en ocasión de su defensa el representante que pretende excluir su responsabilidad personal y solidaria deberá aportar elementos suficientes a tales fines (T.F.N., Sala C, “Molino Cañuelas S.A.”, del 16/11/98).

Que debe tenerse presente que el obrar de sus representados se ejerce por ellos mismos y son los propios sujetos a quienes se atribuye responsabilidad por la deuda ajena los que deberán demostrar que su representada los ha colocado en la imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con sus deberes fiscales y la demostración de haber exigido los fondos necesarios para el pago o probar la concurrencia de alguna causal exculpatoria.

Que respecto de la solidaridad fiscal manifiesta Villegas que “es común en derecho tributario que cuando dos o más personas están obligadas a satisfacer una misma pretensión fiscal, su responsabilidad es solidaria, esto es, que la totalidad de la prestación pueda ser exigida a cualquiera de ellas indistintamente. La legislación tributaria Argentina ha admitido este concepto en forma unánime” (Curso de finanzas, Derecho financiero y Tributario; Villegas; pág. 156).

Que a su vez la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido sentando que “el Estado con fines impositivos tiene la facultad de establecer las reglas que estime lícitas, eficaces y razonables para el logro de sus fines tributarios, sin atenerse a las categorías o figuras del derecho privado, siempre que éstas no se vean afectadas en la esfera que le es propia (Fallos: T. 251, 299)”, tesis también compartida por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires en numerosas sentencias.

Que la responsabilidad solidaria referida –de conformidad con la doctrina y jurisprudencia dominante– tiene carácter “represivo” (vide Francisco Martínez, Estudios de Derecho Fiscal, Ed. Contabilidad Moderna Buenos Aires, 1973, pp. 160-161; Carlos M. Giuliani Fonrouge y Susana Camila Navarrine, Procedimiento Tributario y de la Seguridad Social, Depalma, Buenos Aires, 1987, pág. 73; Horacio D. Diaz Sieiro, Procedimiento Tributario, Ed. Macchi, Buenos Aires, 1993, pág. 171; Tribunal Fiscal de la Nación, “in re”: “Boldt, Rodol y otro”, D. F., XXV-376, Repertorio de la Revista Impuestos 1973-79, pág. 273), debiendo aplicarse subsidiariamente la normativa sobre infracciones y sanciones (cfr. Domingo Carbajo Vasco, La responsabilidad tributaria de los administradores de las sociedades mercantiles. Análisis del art. 40.1 de la L.G.T., Crónica Tributaria, Instituto de Estudios Fiscales, Nº 76, Madrid, 1995, pág. 73; también Juan Francisco Gómez Gonzalvo, Derivación de responsabilidad a los administradores de sociedades mercantiles, Asociación Española de Asesores Fiscales, Adaptación del Sistema Tributario al Estado de Derecho, Editorial Aranzadi, Pamplona, 1994, pág. 557, ambos citados por Francisco J. Martín Jiménez, El procedimiento de derivación de responsabilidad tributaria, Editorial Lex Nova, Valladolid, 2000, pág. 100, nota 150, en posición que comparte). Asimismo, corresponde agregar que este Cuerpo limitó la aplicación retroactiva de los arts. 17, 20 y 54 del Código Fiscal –t.o. en 1999–, con fundamento en la naturaleza represiva de la extensión de la responsabilidad solidaria (vide Sala II, en autos “Carrefour Argentina S.A.”, de fecha 30/11/00; esta Sala en autos “Cristalería La Esperanza S.A.” de fecha 28 de diciembre de 2000 y “Petrolera Mar del Plata S.A.”, de fecha 18 de diciembre de 2003).

Que corresponde agregar, que lo expuesto no modifica la situación de los recurrentes, toda vez que el art. 21 del Código Fiscal –t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores– no realiza una extensión automática u objetiva de la responsabilidad solidaria a los representantes societarios, sino que posibilita a los mismos –a través de la sustanciación de los procedimientos administrativos previstos en el último párrafo del artículo aludido– demostrar la causal eximente establecida en el párrafo segundo del artículo en análisis.

Que esta tesitura –pues– no prescinde de evaluar subjetivamente la conducta de los sujetos implicados, sino que –precisamente– acreditada su condición de administradores de los bienes del contribuyente, resultaba carga de dichos sujetos desvirtuar la presunción legal que pesa sobre ellos, en cuanto a su condición de miembros del directorio de la firma y las responsabilidades inherentes a tales funciones, no aportándose ningún elemento atendible a fin de tener por configurada la eximente prevista en el artículo citado del Código Fiscal.

Que el agravio vertido por los recurrentes, alegando la subsidiaridad de la responsabilidad, tampoco puede tener acogida favorable, toda vez que los arts. 18, 21 y 55 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores) establecen una responsabilidad solidaria sin beneficio de excusión (cfr. esta Sala, “in re”: “Auchan Argentina S.A.”, 28/9/06, Registro Nº 974, también en autos “Sistenvac S.A.”, de fecha 07/11/08, Registro Nº 1.535, entre otros), razón por la cual debe rechazarse el planteo efectuado; que así se declara.

Que por lo expuesto, corresponde rechazar los agravios planteados por los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez y confirmar la responsabilidad solidaria establecida, en los términos expuestos en el presente considerando; que así se declara.

Voto en disidencia parcial de la Dra. Mónica Viviana Carné:

Que analizadas las presentes actuaciones y sin perjuicio de la elevada consideración que me merece la opinión de la colega preopinante, debo dejar sentado mi criterio en relación a los siguientes temas.

El primero de ellos está referido a la responsabilidad solidaria y a la característica de represiva que le otorga mi colega, criterio con el que disiento.

En tal sentido, debe considerarse que la finalidad otorgada a dicho instituto, por la ley en la Provincia de Buenos Aires, es garantizar a través suyo el cumplimento de la obligación fiscal en virtud del interés público ínsito en la misma, evitando la simple desaparición del deudor principal sin su debido cumplimiento (como ya se ha resuelto en autos “Unilever de Argentina SA” del 30/08/05, “Dukesa SA” del 15/09/05, entre otros). En igual sentido se ha expresado este Cuerpo al sostener que: “La situación jurídica del responsable solidario está muy lejos de ser la de castigarlo por el no cumplimiento de la obligación tributaria por parte del contribuyente. No se lo obliga con finalidad correctora y/o represora, sino que, por el contrario, lo que se persigue solamente es garantizar el cobro del crédito fiscal.” (Sala I en “Cía. Argentina Colombiana de Café S.A.C.I.I.F.” del 14/12/00 y en “Dispro-quim S.A.” del 29/6/01).

Que el segundo tema se vincula al criterio resolutivo que propone la Vocalía Instructora, ya que no obstante coincidir en los fundamentos esgrimidos por la misma en relación a la errónea distribución de la base imponible que realiza el juez Administrativo, considero que la Resolución Determinativa en crisis debe ser parcialmente dejada sin efecto en referencia al tema mencionado, debiendo la autoridad de aplicación practicar una nueva liquidación en el término improrrogable de treinta días, acatando estrictamente las pautas que emanan del considerando III de la presente.

Que de tal forma, dejo expresado mi voto.

Voto de la Dra. Dora mónica navarro:

Que analizadas las presentes actuaciones, adhiero por los fundamentos expuestos al criterio resolutivo de la vocal que me antecede Dra. Mónica Viviana Carné, debiendo la autoridad de aplicación practicar una nueva liquidación conforme lo expresado en el Considerando III de la presente.

Ello, sin entrar a considerar desde el punto de vista teórico el carácter represivo o no de la solidaridad en materia de responsabilidad tributaria, ya que ambos criterios doctrinales causan en el presente el mismo resultado. Así pues, la extensión procurada en autos en cabeza de los integrantes del Directorio de la firma “Distribuidora Metropolitana S.A.”, se verifica en el caso, por así encontrarse dispuesto en la ley, ya que es el Código Fiscal que en forma taxativa legisla sobre el instituto, dentro de las facultades constitucionales propias en esta materia retenidas por las provincias, en igual sentido doctrina de los Dres. Dino Jarach “Curso Superior de Derecho Tributario” Liceo Profesional CIMA Bs. As. 1969, págs. 288 y 289, Carlos Giuliani Fonrouge y José O. Casas, entre otros.

Así dejo expresado mi voto.

Por ello,

SE RESUELVE:

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por los Sres. Néstor Hugo Membrive, en su carácter de apoderado de la firma “Distribuidora Metropolitana S.R.L.” y de los Sres. Hugo José Membrive, José Membrive, Florentina Massa y Norma Isabel Martínez.

2. Dejar sin efecto parcialmente la Res. 1.328/05, de Cierre del Procedimiento Determinativo y Sumarial, y en consecuencia, ordenar que la autoridad de aplicación practique una nueva liquidación en el término improrrogable de treinta días, acatando estrictamente las pautas que emanan del Considerando III de la presente.

3. Confirmar en lo restante la resolución recurrida.

Regístrese, notifíquese a las partes y al Fiscal de Estado en su despacho. Cumplido devuélvase.

Fdo.: Dra. C.P.N. Silvia Ester Hardoy (vocal 9ª Nominación), Dra. Mónica Viviana Carné (vocal 7ª Nominación), Dra. Dora Mónica Navarro (vocal 8ª Nominación).

Ante mí: Dr. Eduardo Aníbal Alza (secretario Sala III).

Registrada bajo el Nº 1.738, Sala III.

